CONTRADICCIÓN DE TESIS 83/2003-SS

contradicción de tesis 83/2003-ss

entre las sustentadas por los tribunales colegiados noveno en materia administrativa del primer circuito y segundo del octavo circuito.

ponente: ministro segio salvador aguirre    

                    anguiano.

secretario: arnulfo moreno flores.

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día veintinueve de agosto de dos mil tres.
Vo. Bo.:
Cotejó:
Vistos, para resolver los autos de la contradicción identificada al rubro; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- Por oficio número 39/2003 de fecha diecinueve  de mayo de dos mil tres de la Secretaría de Tesis del Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia el veintiuno del mes y año anteriormente citados, los Magistrados Oscar Germán Cendejas Gleason, José Ángel Mandujano Gordillo y María Simona Ramos Ruvalcaba, el primero como Presidente y los restantes como miembros del Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa denunciaron la posible contradicción de tesis entre los criterios sustentados por dicho Tribunal al resolver la revisión fiscal 244/2002-3173, interpuesto por el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, en contra del sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, en la tesis jurisprudencial VIII.2º J/10 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo LVII, septiembre de mil novecientos noventa y dos, página setenta y seis, cuyo rubro y texto son los siguientes:

“REVOCACIÓN DE LAS RESOLUCIONES FISCALES LESIVAS AL PARTICULAR. REQUISITOS DE LA.  En el Código Fiscal de la Federación es de destacar, los términos de ‘modificación’ y ‘revocación’, que para casos iguales y como sinónimos utilizó el legislador. En efecto, en el artículo 36, dice: ‘Las resoluciones administrativas de carácter individual favorables a un particular sólo podrán ser modificadas... ‘Mientras que en el artículo 215, literalmente expresa en su párrafo tercero: ‘En la contestación de la demanda o hasta antes del cierre de la instrucción la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del demandante o revocar la resolución impugnada’. De lo anterior, se puede llegar a la conclusión válida de que las autoridades administrativas no pueden revocar sus resoluciones lesivas a un particular, sino sólo a través de la modificación de la resolución por parte del Tribunal Fiscal de la Federación, por lo que si, ya iniciado el juicio de nulidad fiscal y al dar contestación a la demanda, el representante de la autoridad demandada solicita el sobreseimiento del juicio porque la autoridad revocó la resolución impugnada, revocación que de autos se advierte que no contiene ninguna modificación del acto impugnado, sino que lisa y llanamente deja sin efectos la resolución cuestionada, no puede ni debe ser considerada como una revocación, en los términos exigidos por el Código Fiscal de la Federación. Así, por ejemplo, cuando el juicio de nulidad fiscal concluye con una sentencia, en la que se declara la nulidad del acto impugnado, no se hace diciendo lisa y llanamente que se deja sin efectos la resolución impugnada, sino que expone los motivos y fundamentos jurídicos por los que se declara la nulidad del acto, que en sentido lato sensu constituye una modificación o revocación del acto impugnado, en los términos empleados por el legislador en el Código Fiscal de la Federación. Máxime que de esta manera se evita el riesgo de que ante una revocación sin modificación, la autoridad repita el acto, pues si revoca la resolución a través de una modificación, debe ser porque ya la analizó; reiterar el acto después de una revocación lisa y llana no tendría sentido, independientemente de las molestias y gastos, que ocasionó al presentar la demanda de nulidad fiscal, para el particular.”

El contenido del escrito de denuncia de posible contradicción de tesis, es el siguiente:

“…Con fundamento en 
el artículo 197-A de la Ley de Amparo, denunciamos la posible contradicción de criterios.--- Este órgano colegiado al resolver el asunto R.F. 244/2002-3173, interpuesto por el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, por unanimidad de votos sustentó criterio en el sentido de que la autoridad administrativa validamente puede revocar la resolución que un particular considera lesiva a sus intereses, resultando aplicables los artículos 203, fracción IV y 215, último párrafo del Código fiscal de la Federación, siendo que el primero faculta a la autoridad demandada a revocar la resolución impugnada hasta antes del cierre de instrucción, y el segundo establece una causal de sobreseimiento como consecuencia de la revocación del acto administrativo.--- Ahora bien, del criterio sustentado por este tribunal en el asunto precisado con antelación, se advirtió la posible contradicción de criterio entre la tesis sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, cuyo rubro se precisa a continuación: ‘REVOCACIÓN DE LAS RESOLUCIONES FISCALES LESIVAS AL PARTICULAR. REQUISITOS DE LA.--- Octava Época. Tribunales Colegiados de Circuito. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 57 de septiembre de 1992. Tesis VII.2º J/10.’ --- Lo antes relacionado pone de manifiesto, la posible existencia de dos criterios diversos respecto de una sola cuestión jurídica, en cuya virtud y de conformidad a lo establecido por el artículo 197-A, de la Ley de Amparo, se denuncia formalmente la posible contradicción de criterios, con objeto de que esa superioridad tenga a bien determinar cuál de ellos debe prevalecer o, en su caso, establecer el adecuado…”
SEGUNDO.- Por auto de veintiséis de mayo del dos mil tres, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó formar y registrar el expediente varios con el número ********** y ordenó su remisión a la Segunda Sala de este Alto Tribunal, para los efectos legales consiguientes.
TERCERO.- Por auto de treinta del mismo mes y año el Presidente de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tuvo por recibido el oficio de cuenta número 51150 del Subsecretario General de Acuerdos y ordenó formar y registrar la contradicción de tesis 83/2003-SS; asimismo solicitó al Presidente del Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, con residencia en la ciudad de Torreón, Estado de Coahuila, remita las copias certificadas de las resoluciones pronunciadas en los expedientes de su índice. Lo que tuvo por cumplido mediante el acuerdo de Presidencia de fecha cuatro de julio de dos mil tres, al recibir los amparos directos números**********, **********, **********, **********, **********, **********, ********** y **********, en el mismo auto ordenó dar vista al Procurador General de la República, para que manifestara lo que a su representación conviniera.
Por acuerdo de once de agosto de dos mil tres, el Presidente de este Alto Tribunal ordenó turnar el expediente al Ministro Sergio Salvador Aguirre Anguiano, para que formule el proyecto de resolución correspondiente.

C O N S I D E R A N D O :

PRIMERO.- Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver la presente denuncia de contradicción de tesis, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 197-A de la Ley de Amparo y 21, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el punto cuarto del Acuerdo 5/2001, del Pleno de este Alto Tribunal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve  de junio de dos mil uno, en virtud de que se trata de la posible contradicción de tesis sustentadas por Tribunales Colegiados de Circuito en asuntos relativos a la materia administrativa, competencia de esta Sala y la cual, por las razones que más adelante se expondrán, debe declararse sin materia.
SEGUNDO.- La presente denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legítima, de conformidad con lo siguiente:

Los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Federal y 197-A, de la Ley de Amparo, en lo conducente, establecen:

“Art. 107.- Todas las controversias de que habla el Artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo a las bases siguientes: ...--- XIII.- Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador General de la República, los mencionados Tribunales o las partes que intervinieron en los juicios en que dichas tesis fueron sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, a fin de que el Pleno o la Sala respectiva, según corresponda, decidan la tesis que debe prevalecer como jurisprudencia.--- Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo materia de su competencia, cualquiera de esas Salas, el Procurador General de la República o las partes que intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, que funcionando en pleno decidirá cuál tesis debe prevalecer.--- La resolución que pronuncien las Salas o el Pleno de la Suprema Corte en los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores, sólo tendrá el efecto de fijar la jurisprudencia y no afectará las situaciones jurídicas concretas derivadas de las sentencias dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la contradicción;”

“ARTÍCULO 197-A.- Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, los ministros de la Suprema Corte de Justicia,  el Procurador General de la República, los mencionados Tribunales o los magistrados que los integran, o las partes que intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, la que decidirá cuál tesis debe prevalecer.  El Procurador General de la República, por sí o por conducto del agente que al efecto designe, podrá, si lo estima pertinente, exponer su parecer dentro del plazo de treinta días.--- La resolución que se dicte no afectará las situaciones jurídicas concretas derivadas de los juicios en los cuales se hubiesen dictado las sentencias que sustentaron las tesis contradictorias.--- La Suprema Corte deberá dictar la resolución dentro del término de tres meses y  ordenar su publicación y remisión en los términos previstos por el artículo 195.”

Los preceptos transcritos establecen los lineamientos para la integración de la jurisprudencia por el sistema de unificación, a través de la resolución de tesis contradictorias sustentadas por las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los Tribunales Colegiados de Circuito, asimismo señalan que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Procurador General de la República, los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, los Magistrados que los integran y las partes que intervinieron en los juicios en que tales tesis contradictorias hubieran sido sustentadas, se encuentran facultados para denunciar ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación la contradicción de criterios, a efecto de que se determine el que debe prevalecer.

En el presente caso, la denuncia de contradicción de tesis se formula por los Magistrados integrantes del Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, de donde proviene uno de los criterios que se estiman contradictorios, de donde se deduce que tiene legitimación para plantearla.

TERCERO.- El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal número 244/2002-3173, se apoyó en las consideraciones que se transcriben a continuación, exclusivamente en la parte conducente.

“SEXTO.- En el primer agravio la recurrente substancialmente alega que la sentencia es ilegal, en virtud de que, contrario a lo resuelto por la Sala fiscal en el caso sí se actualiza la causal de improcedencia del juicio prevista en el artículo 203, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, debido a que el acto impugnado fue revocado por la autoridad hoy recurrente, por lo que se debió sobreseer en el juicio al haber quedado sin efectos el acto controvertido.--- Aduce, que resulta del todo inexacto lo argumentado por la Sala fiscal a efecto de desestimar la causal de improcedencia de mérito, debido a que el hecho de que el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores haya establecido en el oficio por el que revocó el acto impugnado en el juicio de nulidad que dejaba a salvo las facultades para hacerlas valer en la forma y términos que mejor le convengan, ello no le causa perjuicio al actor, pues, en todo caso, se está en presencia de un hecho futuro e incierto.--- El agravio es fundado, en atención a las siguientes consideraciones: --- De los autos del juicio de nulidad se desprende que el Instituto Mexicano del Seguro Social promovió juicio de nulidad en contra de la resolución identificada con número de folio F-AB/00/09/02/000855, a través de la cual el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores determinó un crédito fiscal a su cargo en cantidad de $8’842,000.95, respecto del ejercicio fiscal de 1996.--- A fojas 76 de autos se advierte que la autoridad hoy recurrente al dar contestación a la demanda de nulidad ofreció como prueba el oficio CDF/GACF/SF/I/B/45/171/02, de fecha catorce de marzo de dos mil dos, a través del cual el Coordinador del Distrito Federal del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, en su carácter de autoridad emisora de la resolución impugnada determina revocar la resolución contenida en el oficio con número de folio F-AB/00/09/02/000855, esto es la deja sin efectos. Dicho oficio a la letra establece: --- ‘LIC. ARTURO SOTO BARRIOS --- COORDINADOR DE JUICIOS --- FISCALES Y DE AMPARO --- PRESENTE.--- En atención a su oficio SGJF-GSL-IV-A-1453-02, de fecha 13 de marzo del año en curso, donde nos informa los agravios hechos valer por el contribuyente INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, en su demanda de nulidad interpuesta ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, comunico a usted que:--- El que suscribe, Coordinador del Distrito Federal, en ejercicio de las facultades que le otorgan los artículos 23 y 30 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, 2 y 3 fracción X, 4 fracción IV, 5, 9 y 10 del Reglamento Interior del INFONAVIT, en materia de facultades como Organismo Fiscal Autónomo y 124 fracción VII, del Código Fiscal de la Federación, así como el Acuerdo del Consejo de Administración de este Instituto 45175, tomado en sesión 570 celebrada el 27 de enero de 1999 y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25 de febrero del mismo año el cual le faculta para ejercer sus funciones en el Distrito Federal, y el artículo 215 tercer párrafo del Código Fiscal de la Federación en vigor, procede a revocar la resolución contenida en el oficio con número de folio F-AB/00/09/02/000855, correspondiente al ejercicio fiscal de 1996 por un importe de $********** (********** M.N.), dejando a salvo sus derechos para hacerlos valer en la forma y términos que mejor le convengan.--- ATENTAMENTE.- LIC. FERNANDO RIVERA ARTEAGA.- COORDINADOR DEL DISTRITO FEDERAL.- (RÚBRICA).’ --- Conviene transcribir lo dispuesto por los artículos 203, fracción IV y 215 tercer párrafo del Código Fiscal de la Federación, los cuales a la letra establecen: --- ‘Artículo 203.- Procede el sobreseimiento: …--- IV. Si la autoridad demandada deja sin efecto el acto impugnado.’ --- ‘Artículo 215.- En la contestación de la demanda no podrán cambiarse los fundamentos de derecho de la resolución impugnada.--- …--- En la contestación de la demanda o hasta antes del cierre de la instrucción la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del demandante o revocar la resolución impugnada.’ --- Ahora bien, a efecto de resolver la litis planteada es dable señalar que conforme a su naturaleza jurídica, el acto administrativo es considerado como una manifestación unilateral y externa de voluntad, que expresa una decisión de una autoridad administrativa competente, en ejercicio de la potestad pública, la cual puede crear, reconocer, modificar, transmitir, declarar o extinguir derechos u obligaciones, es generalmente ejecutiva y se propone satisfacer el interés general. El acto administrativo puede extinguirse por diferentes medios, el normal es su cumplimiento voluntario, pero puede también extinguirse, por medios que no culminan con su cumplimiento, sino que lo modifican, impiden su realización o lo hacen ineficaz, estos medios son: la revocación administrativa, rescisión, prescripción, caducidad, término y condición, renuncia de derechos, irregularidades e ineficacia del acto administrativo, y extinción por decisión dictadas en recursos administrativos o en procesos ante Tribunales administrativos y federales en materia de amparo.--- Tratándose, como en el caso, de la revocación administrativa, ésta viene a ser el retiro unilateral de un acto válido y eficaz por un motivo superveniente, mediante un nuevo acto de esa naturaleza, haciéndose hincapié en que el acto administrativo no tiene atribuida la autoridad de cosa juzgada, tal como ocurre con la sentencia judicial, ya que la actividad de la administración no tiene por finalidad la de precisar la certidumbre jurídica, ésta es misión de la sentencia judicial, y su fin es alcanzar un resultado material útil para el Estado en los límites del derecho.--- Así, la naturaleza revocable del acto administrativo está contendida en el Código Fiscal Federal, en los artículos 203, fracción IV, y 215 último párrafo, en donde se prevé que la autoridad demandada, hasta antes del cierre de la instrucción puede revocar la resolución impugnada produciendo entonces como consecuencia jurídica el sobreseimiento en el juicio.--- Por tanto, la autoridad administrativa válidamente puede revocar la resolución que un particular considera lesiva a sus intereses, resultando aplicables los artículos 203, fracción IV y 215, último párrafo del código mencionado, en cuanto el primero faculta a la autoridad demandada a revocar la resolución impugnada hasta antes del cierre de instrucción, y el segundo establece una causal de sobreseimiento como consecuencia de la revocación del acto administrativo.--- Así, de las consideraciones que anteceden se advierte que, tal y como afirma la hoy recurrente, en el caso se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, en virtud de que la autoridad administrativa revocó la resolución impugnada, como consta en el oficio CDF/GACF/SF/I/B/45/171/02, de fecha catorce de marzo de dos mil dos, ofrecido como prueba al dar contestación a la demanda de nulidad, sin que sea óbice para decretar el sobreseimiento del juicio el que la autoridad haya señalado en el citado oficio que dejaba a salvo sus derechos para hacerlos valer en la forma y términos que mejor le convengan, puesto que las facultades fiscalizadoras del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores tienen el carácter de discrecionales, pudiendo ejercitarlas en cualquier momento, siempre y cuando su actuación se encuentre dentro de los límites que marca la ley.--- Por lo cual, el ejercicio que en su momento haga el Instituto de las facultades discrecionales que tiene conferidas, no puede considerarse como consecuencia del acto impugnado, sino como un acto nuevo que en todo caso podrá ser impugnado por la vía correspondiente.--- En términos de lo antedicho, resulta inexacta la determinación de la Sala fiscal al no sobreseer en el juicio fiscal con fundamento en la fracción IV del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, puesto que han cesado los efectos del acto consistente en el oficio por el que se fincó un crédito a cargo de la actora.”  
CUARTO.- Por su parte el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, con residencia en la ciudad de Torreón Coahuila, al resolver los amparo directos números **********, **********, **********, ********** y **********, que dieron origen a la tesis jurisprudencial VIII:2º.J/10, del rubro: “REVOCACIÓN DE LAS RESOLUCIONES FISCALES LESIVAS AL PARTICULAR REQUISITOS DE LA”, se apoyó, en las consideraciones que se transcriben a continuación, en la parte conducente, pero exclusivamente por lo que respecta al último de los juicios de amparo directo citados, es decir el amparo directo 91/92, ya que por ser similares las consideraciones en que se apoyaron los otros amparos que dieron origen a la jurisprudencia aludida, resulta ocioso realizar la trascripción de las consideraciones de cada uno de ellos.
“CUARTO.- Son esencialmente fundados los conceptos de violación expuestos por el quejoso.--- En primer término y referente a si las autoridades administrativas o fiscales tienen facultades para revocar sus resoluciones que no crean un derecho en favor de los particulares, cabe señalar que de acuerdo con el criterio sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sí tienen facultad de reconsiderar este tipo de resoluciones revocándolas. El anterior criterio se encuentra contenido en la jurisprudencia número 1630, visible en el último Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, Segunda Parte, página 2627, que textualmente dice: ‘RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS, REVOCACIÓN DE LAS.- La facultad que tienen las autoridades administrativas para reconsiderar sus resoluciones, revocándolas, no existe cuando deciden una controversia sobre aplicación de las leyes que rigen en su ramo, creando derechos en favor de tercero, o cuando las resoluciones crean derechos a favor de las partes interesadas, pues esos derechos no pueden ser desconocidos por una resolución posterior, dictada en el mismo asunto’.--- De acuerdo con una correcta interpretación jurídica y partiendo del supuesto de que las autoridades administrativas sí pueden revocar sus resoluciones, por lo menos aquellas que no sean favorables a un particular, respecto de las cuales, la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación no señala como competentes a las Salas Regionales de ese tribunal, para conocer de las demandas contra estas resoluciones administrativas, cuando la actora sea la misma autoridad. En efecto, el artículo 25 del referido ordenamiento legal, vigente en el año de 1988, textualmente dice: ‘Las Salas Regionales conocerán de los juicios que promuevan las autoridades para que sean nulificadas las resoluciones administrativas favorables a un particular, siempre que dichas resoluciones sean de las materias previstas en los artículos anteriores como de la competencia de las mismas. Por razón del territorio, en estos casos será competente la Sala Regional con jurisdicción en la sede de la autoridad que dictó la resolución que se pretenda nulificar.’ (Nótese el carácter limitativo que señala el artículo, para conocer de las demandas de nulidad fiscal, que presenten las autoridades; ‘las resoluciones favorables a un particular’). Además, ¿cómo habría de impugnar como lesivo, el contribuyente, la revocación de un acto que le era perjudicial? Caso distinto es cuando, como producto del ejercicio de un derecho de los contribuyentes, éstos obtengan una resolución favorable, donde las autoridades no podrán revocar o modificar libremente dicho acto, ya que éste contiene un derecho adquirido y, por tanto, el particular debe gozar de la garantía de audiencia previa, a fin de que se defienda. Dicha resolución, por imperativo legal, sólo podrá ser modificada mediante el juicio fiscal de nulidad, seguido ante el Tribunal Fiscal de la Federación, de acuerdo al sistema de competencia establecido en la ley orgánica de dicho tribunal, en el cual el particular y la autoridad demandada o actora, según sea el caso, se colocan en un plano de igualdad procesal. La anterior opinión es explicable desde el punto de vista jurídico, ya que el acto que le es perjudicial al contribuyente y es revocado, no le confiere ningún derecho, pues no estaría legitimado para intervenir o solicitar la anulación o la desestimación, a través del juicio de amparo, de la revocación, pues ésta implica que la autoridad (sic) percató en la resolución impugnada, alguna situación de forma o fondo contraria a derecho, por lo que en estos términos, no pueden engendrarse derechos en favor de persona alguna. Así lo ha determinado la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de ejecutoria que a continuación se transcribe e identifica: ‘AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, REVOCACIÓN DE SUS RESOLUCIONES.- Cuando el acto administrativo es contrario a la ley, no puede engendrar derechos ni producir consecuencias jurídicas, sino, a lo más, una aparente situación legal, cuya destrucción no implica lo que en términos técnicos se denomina privación de un derecho; por tanto, las autoridades administrativas pueden revocar en tales casos sus propias resoluciones, sin incurrir en violación de garantías individuales.’. Amparo en revisión 362/58. Pedro Ávila Ramírez. 2 de julio de 1958. 5 votos. Volumen VIII, Tercera Parte, página 675. Sexta Época, Volumen XIII, página 15.--- Ahora bien, es de destacar, en cuanto al fondo del asunto, los términos de ‘modificación’ y ‘revocación’, que para casos iguales y como sinónimos utilizó el legislador en el Código Fiscal de la Federación. En efecto, en el artículo 36, dice: ‘Las resoluciones administrativas de carácter individual favorables a un particular sólo podrán ser modificadas...’. Mientras que en el artículo 215, literalmente expresa en su párrafo tercero, que es el que interesa en la especie: ‘En la contestación de la demanda o hasta antes del cierre de la instrucción la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del demandante o revocar la resolución impugnada’. En el primer artículo, se refiere al acto que le es favorable al particular, mientras que en el segundo se refiere al que le es lesivo, puesto que coloca a la autoridad como demandada. Sin embargo, ambas se refieren a la actividad de dejar sin efectos las resoluciones administrativas, a través del juicio de nulidad fiscal.--- Ahora bien, atendiendo al principio de que las normas de un mismo ordenamiento legal deben ser interpretadas de tal manera que no resulten contrarias, sino que se complementen, para que sean acordes y armónicas, debe inferirse que el legislador, al utilizar indistintamente, en el Código Fiscal de la Federación, los términos ‘modificación’ y ‘revocación’, pretendió darles un significado común. Desde el punto de vista etimológico, modificar viene del latín modificare, que significa transformar o cambiar la forma o sustancia de una cosa, mudando algunos de sus conceptos. Mientras que revocar viene del latín revocare, que significa dejar sin efecto algo, una concesión, un mandato o una resolución. Mientras que el primer concepto hace alusión a la permanencia del acto, aun cuando cambiado, en el de revocar se puede considerar la ausencia del acto por haberse dejado insubsistente. Así se puede llegar a la conclusión válida de que las autoridades administrativas no pueden revocar sus resoluciones lesivas a un particular; sino sólo a través de la modificación de la resolución, por lo que si, como en la especie, ya iniciado el juicio de nulidad fiscal y al dar contestación a la demanda, el representante de la autoridad demandada solicita el sobreseimiento del juicio porque la autoridad revocó la resolución impugnada, revocación que de autos se advierte que no contiene ninguna modificación del acto impugnado, sino que lisa y llanamente deja sin efectos la resolución cuestionada, no puede ni debe ser considerada como una revocación, en los términos exigidos por el Código Fiscal de la Federación. Así, por ejemplo, cuando el juicio de nulidad fiscal concluye con una sentencia, en la que se declara la nulidad del acto impugnado, no se hace diciendo lisa y llanamente que se deja sin efectos la resolución impugnada, sino que expone los motivos y fundamentos jurídicos por los que se declara la nulidad del acto, que en sentido lato sensu constituye una modificación o revocación del acto impugnado, en los términos empleados por el legislador en el Código Fiscal de la Federación. Máxime que de esta manera se evita el riesgo de que ante una revocación sin modificación, la autoridad repita el acto, pues si revoca la resolución a través de una modificación, debe ser porque ya la analizó; reiterar el acto después de una revocación lisa y llana no tendría sentido, independientemente de las molestias y gastos, que ocasionó el presentar la demanda de nulidad fiscal, para el particular. Debe resaltarse, que la anterior situación, es de lo que se duele el quejoso, de que la autoridad administrativa ya anteriormente ha revocado la resolución administrativa y que con fecha posterior a que se sobreseyó el juicio de nulidad fiscal por ese motivo, la autoridad hacendaría repitió la resolución, en los mismos términos y condiciones en que se encontraba cuando se demandó la nulidad.--- El anterior criterio se explica, porque en materia administrativa o fiscal, en un principio los recursos tuvieron como fin proteger los derechos de los particulares, ese criterio ha sido sustituido por una concepción social en la que, sin desatenderse de los intereses particulares, se tiene presente como objetivo principal ‘el asegurar la juricidad de la acción administrativa y con ella el interés de la administración que surge de las mismas normas jurídicas que regulan su actuación’. De ahí que deban interpretarse las normas jurídicas de manera tal que tengan los particulares la oportunidad efectiva de concurrir, a través del cuestionamiento de los actos administrativos vía la interposición de los medios de impugnación, en el control administrativo, al concurrir no sólo a la defensa de sus derechos o intereses, sino también, y en forma principal, a garantizar la legitimidad administrativa; ya de suyo que no existe interés alguno en eliminar esa intervención con tecnicismos legales carentes de apoyo jurídico sano, ya que ello implicaría obrar contra esa legitimidad de la administración.--- En estos términos, las resoluciones combatidas en los recursos de reclamación, en los que se declaró infundado el recurso y válidos los autos en los cuales el Magistrado instructor de la Sala responsable sobreseyó los juicios de nulidad fiscal porque la autoridad demandada revocó las resoluciones impugnadas, sin que la revocación reuniera los requisitos de los artículos 36 y 215, del Código Fiscal de la Federación, es violatorio de los derechos públicos subjetivos del quejoso. A mayor razón que de acuerdo con el dictamen de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, del artículo 215 citado, correspondiente al año de mil novecientos ochenta y dos, textualmente dice: ‘Destaca la posibilidad de que la autoridad demandada, hasta antes del cierre de la instrucción, pueda allanarse a las pretensiones del demandante o revocar la resolución impugnada dictando una nueva en la que se subsanen los vicios combatidos por el particular, que deberán exhibirse en el juicio respectivo para que el demandante pueda expresar su conformidad o, en su caso, ampliar la demanda’. Ahora si bien dicho artículo fue reformado de su texto original, de acuerdo con el Diario Oficial de la Federación del treinta y uno de diciembre de mil novecientos ochenta y dos, y se suprimió la facultad de la autoridad de emitir una nueva resolución en la que se subsanen los vicios que se hubieran impugnado, dicha reforma se efectuó referente a los actos en que persistía la lesividad al particular. En la exposición de motivos correspondientes a dicha reforma, literalmente se expresó: ‘Se propone suprimir la facultad de la autoridad de emitir una nueva resolución en la que se subsanen los vicios que se hubieran impugnado, considerando las sugerencias efectuadas por diversos sectores’.--- A mayor razón, que el citado dispositivo legal autoriza a las autoridades demandadas a revocar sus resoluciones, pero debe observarse que toda facultad gubernativa sólo puede ejercerse dentro del marco de respeto a los derechos de los particulares, máxime cuando es la propia autoridad quien ha dictado una resolución anterior que ha creado derechos en favor de un particular, por lo que, en esas condiciones, debe entenderse que la autoridad fiscal no puede revocarla lisa y llanamente, sino que tiene que seguir el camino que indica el artículo 36 del Código Fiscal de la Federación, pues también debe tomarse en cuenta las facultades que la ley otorga a la autoridad administrativa para realizar sus atribuciones, ya que la carencia de esas facultades actualizaría la incompetencia propiamente dicha, lo cual significa que no podría revocar una resolución favorable a un particular si no se cumplen cabalmente las atribuciones contenidas en la ley de la materia.--- En mérito de lo anterior y al ser fundados los conceptos de violación, lo procedente es conceder el amparo de la Justicia de la Unión al peticionario de garantías, para efectos de que la responsable deje insubsistente el acto combatido y dicte otro en el cual resuelva fundados los agravios del recurrente y revoque el auto del Magistrado instructor por el cual sobreseyó en el juicio de nulidad, en virtud de que el oficio de revocación emitido por la demandada, no es eficaz ni reúne los requisitos exigidos por el legislador, implícitamente, en los artículos 36 y 215, del Código Fiscal de la Federación aplicable.”

QUINTO.- Atendiendo a los relacionados criterios, corresponde ahora verificar, previamente, si en el caso existe o no la contradicción denunciada entre los criterios sustentados por  el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, que han quedado transcritos.

Para ello es necesario tener presente que la contradicción de tesis se presenta cuando las Salas de la Suprema Corte o los Tribunales Colegiados contendientes, al resolver los negocios jurídicos que generan la denuncia, examinan cuestiones jurídicamente iguales, adoptando posiciones o criterios jurídicos discrepantes y que además, la diferencia de criterios se presente en las consideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas de las sentencias respectivas; requiriéndose asimismo que los criterios provengan del examen de elementos esencialmente idénticos.

Es aplicable la jurisprudencia número 22/92, de la extinta Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Octava Época, tomo 58, Octubre de 1992, Página 22 de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, que enseguida se transcribe:

“CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.  De conformidad con lo que establecen los artículos 107, fracción XIII, primer párrafo de la Constitución Federal y 197-A de la Ley de Amparo, cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, o de la Sala que corresponda deben decidir cuál tesis ha de prevalecer. Ahora bien, se entiende que existen tesis contradictorias cuando concurren los siguientes supuestos: a). Que al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes; b). Que la diferencia de criterios se presente en las consideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas de las sentencias respectivas; y c). Que los distintos criterios provengan del examen de los mismos elementos.”

De igual manera cobra vigencia al respecto la jurisprudencia sustentada por el Tribunal Pleno que se transcribe a continuación con los datos de localización correspondientes:

Novena Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XIII, Abril de 2001

Tesis: P./J. 26/2001       

Página: 76

“CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.  De conformidad con lo que establecen los artículos 107, fracción XIII, primer párrafo, de la Constitución Federal y 197-A de la Ley de Amparo, cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o la Sala que corresponda deben decidir cuál tesis ha de prevalecer. Ahora bien, se entiende que existen tesis contradictorias cuando concurren los siguientes supuestos: a) que al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes; b) que la diferencia de criterios se presente en las consideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas de las sentencias respectivas; y, c) que los distintos criterios provengan del examen de los mismos elementos.”
SEXTO.- A fin de facilitar la resolución del presente asunto, es conveniente sintetizar las ejecutorias de los Tribunales contendientes, destacando los aspectos fundamentales que dieron origen a la presente contradicción.

A).- El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito al resolver la Revisión Fiscal 244/2002-3173, en esencia sostuvo lo siguiente:

1.- Que en el primer agravio la recurrente substancialmente alegó que la sentencia emitida por la Sexta Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es ilegal, en virtud de que contrario a lo resuelto por la Sala Fiscal en el caso sí se actualiza la causal de improcedencia del juicio prevista en el artículo 203, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, debido a que el acto impugnado fue revocado por la autoridad recurrente, por lo que se debió sobreseer en el juicio al haber quedado sin efectos el acto controvertido.

2.- Que el agravio es fundado ya que de los autos del juicio de nulidad se desprende que el Instituto Mexicano del Seguro Social promovió juicio de nulidad en contra de la resolución identificada con el número F-AB/00/09/02/000855, a través de la cual el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores determinó un crédito fiscal a su cargo por la cantidad de $**********, respecto del ejercicio fiscal de 1996.

3.- Que dicho Instituto a través del Coordinador del Distrito Federal, en su carácter de autoridad emisora de la resolución impugnada determinó revocar la resolución que dio origen al juicio de nulidad.

4.- Que en términos de los artículos 203, fracción IV, y 215 último párrafo del Código Fiscal de la Federación las autoridades administrativas pueden revocar la resolución que un particular considere lesiva a sus intereses, hasta antes del cierre de la instrucción y que por ello se debe decretar el sobreseimiento como consecuencia de la revocación del acto administrativo.         

B).- Por su parte, el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, con residencia en la ciudad de Torreón Coahuila, al resolver los amparo directos **********, **********, **********, ********** y **********, consideró en lo fundamental lo siguiente:

1.- Que son esencialmente fundados los conceptos de violación expuestos por el quejoso, ya que las autoridades administrativas o fiscales tienen facultades para revocar sus resoluciones que no crean un derecho a favor de los particulares.

2.- Que de una correcta interpretación jurídica y partiendo del supuesto que las autoridades administrativas sí pueden revocar sus resoluciones, por lo menos aquéllas que no sean favorables a un particular, respecto de las cuales, la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación no señala como competentes a las Salas Regionales de ese Tribunal, para conocer de las demandas contra estas resoluciones administrativa, cuando la actora sea la misma autoridad.

3.- Que las autoridades no podrán revocar o modificar libremente las resoluciones favorables a los contribuyentes ya que el acto contiene un derecho adquirido y, por tanto, el particular debe gozar de la garantía de audiencia previa, a fin de que se defienda.

4.- Que dicha resolución por imperativo legal sólo podrá ser modificada mediante el juicio fiscal de nulidad, seguido ante el Tribunal Fiscal de la Federación, de acuerdo con el sistema de competencia establecido en la Ley Orgánica de dicho Tribunal, en el cual el particular y la autoridad demandada, o actora, según sea el caso, se colocan en un plano de igualdad procesal.

5.- Que la anterior opinión es explicable desde el punto de vista jurídico, ya que el acto que le es perjudicial al contribuyente y es revocado, no le confiere ningún derecho, pues no estaría legitimado para intervenir o solicitar la anulación o la desestimación, a través del juicio de amparo, de la revocación, pues ésta implica que la autoridad se percató en la resolución impugnada, alguna situación de forma o fondo contraria a derecho lo que en estos términos, no puede engendrar derechos a favor de persona alguna.

6.- Que se puede llegar a la conclusión válida que las autoridades administrativas no pueden revocar sus resoluciones lesivas a un particular; sino sólo a través de la modificación de la resolución, por lo que si, como en la especie, ya iniciado el juicio de nulidad fiscal y al dar contestación a la demanda, el representante de la autoridad demandada solicita el sobreseimiento del juicio porque la autoridad revocó la resolución impugnada, revocación que de autos se advierte que no contiene ninguna modificación del acto impugnado, sino que lisa y llanamente deja sin efectos la resolución cuestionada, no puede ni debe ser considerada como una revocación, en los términos exigidos por el Código Fiscal de la Federación. 

7.- Que las resoluciones combatidas en los recursos de reclamación, en los que se declaró infundado el recurso y válidos los autos en los cuales el Magistrado Instructor de la Sala responsable sobreseyó los juicios de nulidad fiscal porque la autoridad demandada revocó las resoluciones impugnadas, sin que la revocación reuniera los requisitos de los artículos 36 y 215 del Código Fiscal de la Federación, son violatorias de los derechos públicos subjetivos del quejoso.

8.- Que el artículo 215 del Código Fiscal de la Federación, autoriza a las autoridades demandadas a revocar sus resoluciones, pero debe observarse que toda facultad gubernativa sólo puede ejercerse dentro del marco de respeto a los derechos de los particulares, máxime cuando es la propia autoridad quien ha dictado una resolución anterior que ha creado derechos a favor de un particular, por lo que en esas condiciones, debe entenderse que la autoridad fiscal no puede revocarla lisa y llanamente, sino que tiene que seguir el camino que indica el artículo 36 del Código Fiscal de la Federación, pues también debe tomarse en cuenta las facultades que la ley otorga a la autoridad administrativa para realizar sus atribuciones, ya que la carencia de esas facultades actualizaría la incompetencia propiamente dicha, lo cual significa que no podría revocar una resolución favorable a un particular sino se cumplen cabalmente las atribuciones contenidas en la ley de la materia.
SÉPTIMO.- No obstante de que los criterios denunciados como contradictorios provienen uno de un juicio de amparo directo y el otro de revisiones fiscales, procede analizar su existencia, ya que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación así lo ha establecido.

Sirve de apoyo a la consideración precedente la jurisprudencia que se transcribe a continuación, con los datos de localización correspondientes. 

Octava Época

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 75, Marzo de 1994

Tesis: 2ª./J. 12/93        

Página: 17

“CONTRADICCIÓN DE TESIS, EL PROCEDIMIENTO PARA DIRIMIRLA ES APLICABLE CUANDO UNA DE ELLAS SE HA SUSTENTADO EN AMPARO Y LA OTRA EN REVISIÓN FISCAL.  El régimen que establecen los artículos 197 y 197-A de la Ley de Amparo, para decidir cuál es el criterio que en lo futuro ha de prevalecer, no sólo debe aplicarse al caso de contradicción entre dos tesis sustentadas en juicios constitucionales, sino también cuando una de las tesis se ha emitido al resolver uno de amparo, y la otra, al fallar un recurso de revisión fiscal. En efecto, debe tomarse en cuenta la íntima conexión que en ciertas hipótesis puede presentarse entre los temas que propone el recurso de revisión fiscal y los problemas planteados en el juicio de garantías”.

Precisado lo anterior, debe decirse que no obstante de que  existe la contradicción de tesis denunciada, ésta ha quedado sin materia, ya que los Tribunales contendientes a la fecha sostienen criterios afines sobre el tema jurídico a debate.

Para considerarlo así, conviene señalar que el sistema para la solución de la contradicción de tesis proveniente de las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados de Circuito, tiene por objeto lograr la seguridad jurídica a través de definir mediante una tesis jurisprudencial que decida o supere la discrepancia de las tesis relativas, uniformando el criterio conforme al cual habrán de resolverse asuntos jurídicos iguales o semejantes. 
En efecto la finalidad perseguida por el legislador al implantar el sistema de la contradicción de tesis, fue la de decidir cuál tesis debe prevalecer, con carácter de jurisprudencia obligatoria, y así preservar la unidad en la interpretación de las normas que integran el orden jurisdiccional, fijando su verdadero sentido y alcance, lo que a su vez,  tiende a garantizar la seguridad jurídica.

Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte que a la fecha ya no existe la oposición de criterios denunciados, en virtud de que ambos Tribunales Colegiados, en la actualidad sustentan criterios similares, por lo que resulta incuestionable que  ha quedado sin materia la contradicción de tesis denunciada.

En efecto, a la fecha el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, no sostiene un criterio contrario al del Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito al pronunciarse sobre el mismo problema jurídico, en virtud de que hoy día interrumpió el criterio que fue denunciado como contradictorio y sostiene uno distinto que es afín con el criterio sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.

Lo anterior es así, tomando en consideración que si bien es cierto en algún tiempo el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito sostuvo el criterio de que las autoridades administrativas no pueden revocar sus resoluciones lesivas a un particular, sino sólo a través de la modificación de la resolución por parte del Tribunal Fiscal de la Federación en forma similar a como lo prevé el artículo 36, del Código Fiscal de la Federación, tratándose de resoluciones administrativas de carácter individual favorables al particular; no es menos cierto que a la fecha sostiene un criterio similar al sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en el sentido de que la autoridad administrativa válidamente puede revocar la resolución que un particular considera lesiva a sus intereses, resultando aplicables los artículos 203, fracción XIV y 215, último párrafo del Código Fiscal de la Federación, en cuanto el primero faculta a la autoridad demandada a revocar la resolución impugnada hasta antes del cierre  de instrucción, y el segundo establece una causal de sobreseimiento como consecuencia de la revocación del acto administrativo.
En este orden de ideas, debe concluirse que si la finalidad del sistema de contradicción de tesis consiste en lograr la seguridad jurídica, estableciendo una tesis jurisprudencial que uniforme el criterio de los tribunales contendientes, conforme al cuál habrán de resolverse asuntos jurídicos iguales o semejantes; como en el caso concreto ambos Tribunales Colegiados coinciden en criterios semejantes al resolver el mismo punto jurídico, es indudable que ya no hay contradicción de tesis que dilucidar por esta Segunda Sala; es decir, si ambos Tribunales Colegiados partiendo del mismo supuesto llegaron a la misma conclusión, es obvio que existe seguridad jurídica al conocer el criterio que sobre el cuestionamiento planteado sostienen los Tribunales contendientes, los cuales son coincidentes y no discrepantes. 

Para estimarlo de esa manera se hace necesario destacar, que el propio Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, al remitir las constancias que le fueron requeridas por la Secretaría de Acuerdos de esta Segunda Sala para la integración del toca correspondiente, por conducto de su Magistrada Presidenta, hizo del conocimiento de este Alto Tribunal que al resolver el amparo directo 134/95, en sesión plenaria de veintisiete de abril de mil novecientos noventa y cinco, fue interrumpido el criterio denunciado como contradictorio y se emitió la tesis aislada cuyos datos de localización, rubro y texto son del tenor siguiente:

Novena Época

Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: I, Junio de 1995

Tesis: VIII.2º.5 A

Página: 532

“RESOLUCIONES FISCALES. REVOCACIÓN DE, REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE LA.  Conforme a su naturaleza jurídica, el acto administrativo es considerado como una manifestación unilateral y externa de voluntad, que expresa una decisión de una autoridad administrativa competente, en ejercicio de la potestad pública, la cual puede crear, reconocer, modificar, transmitir, declarar o extinguir derechos u obligaciones, es generalmente ejecutiva y se propone satisfacer el interés general. El acto administrativo puede extinguirse por diferentes medios, el normal es su cumplimiento voluntario, pero puede también extinguirse por medios que no culminan con su cumplimiento, sino que lo modifican, impiden su realización o lo hacen ineficaz, estos medios son: la revocación administrativa, rescisión, prescripción, caducidad, término y condición, renuncia de derechos, irregularidades e ineficacia del acto administrativo, y extinción por decisión dictadas en recursos administrativos o en procesos ante Tribunales administrativos y federales en materia de amparo. Tratándose de la revocación administrativa, viene a ser el retiro unilateral de un acto válido y eficaz por un motivo superveniente, mediante un nuevo acto de esa naturaleza, haciéndose hincapié en que el acto administrativo no tiene atribuida la autoridad de cosa juzgada, tal como ocurre con la sentencia judicial, ya que la actividad de la administración no tiene por finalidad la de precisar la certidumbre jurídica, ésta es misión de la sentencia judicial, y su fin es alcanzar un resultado material útil para el Estado en los límites del derecho; luego, es revocable; sin embargo, una vez que el acto se ha emitido y ha producido efectos, su autor ya no puede disponer en forma ilimitada, por una exigencia superior de la vida social, la seguridad de las resoluciones jurídicas y, por consecuencia, la estabilidad de los actos que la engendran, por ende la revocación tiene un límite, y es por tanto inadmisible cuando el acto original ha engendrado derechos adquiridos o derechos patrimoniales. La naturaleza revocable del acto administrativo está contendida (sic) en el código fiscal federal, en los artículos 203, fracción IV, y 215 último párrafo, del código mencionado, en donde se prevé que la autoridad demandada, hasta antes del cierre de la instrucción puede revocar la resolución impugnada produciendo entonces como consecuencia jurídica el sobreseimiento en el juicio. Como una variante a la anterior regla el artículo 36 del mismo ordenamiento legal prevé que las resoluciones administrativas de carácter individual favorables a un particular sólo podrán modificarse por el Tribunal Fiscal de la Federación mediante un juicio iniciado por las autoridades fiscales, de lo que se sigue que fuera del caso citado no cabe ni aun por analogía incluir como caso similar al mismo, las resoluciones que no son favorables al gobernado. El presente criterio interrumpe la tesis jurisprudencial sustentada por este Tribunal Colegiado, publicada en la página 76 de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 57, septiembre de 1992, Octava Época, de rubro: ‘REVOCACIÓN DE LAS RESOLUCIONES FISCALES LESIVAS AL PARTICULAR. REQUISITOS DE LA’, en la que en síntesis llegó a sostenerse que las autoridades administrativas no pueden revocar sus resoluciones lesivas a un particular, sino sólo a través de la modificación de la resolución por parte del Tribunal Fiscal de la Federación en forma similar a como lo prevé el artículo 36, del Código Fiscal de la Federación, tratándose de resoluciones administrativas de carácter individual favorables al particular; pues además de que ello resulta contrario a la naturaleza jurídica del acto administrativo, lleva como consecuencia considerar infundadamente inaplicables los artículos 203, fracción IV y 215, último párrafo del código mencionado, en cuanto el primero faculta a la autoridad demandada a revocar la resolución impugnada hasta antes del cierre de instrucción, y el segundo establece una causal de sobreseimiento como consecuencia de la revocación del acto administrativo.”

La tesis de referencia se apoyó en las consideraciones jurídicas que se transcriben a continuación.

“CUARTO.- Son infundados los conceptos de violación formulados por los quejosos ********** y **********.--- Para una comprensión de las consideraciones en que se sustentará el presente fallo, resulta conveniente precisar, en forma sintetizada los antecedentes siguientes: --- 1.- ********** y **********, interpusieron ante la Administración Local Jurídica de Ingresos Número 12 de Ciudad Juárez, Chihuahua, recursos administrativos de revocación en contra de las resoluciones contenidas en los oficios 14495 y 14496, ambos de (30) treinta de septiembre de (1993) mil novecientos noventa y tres, emitidos por la Administración Local de Auditoria Fiscal de Ciudad Juárez, mediante los cuales se determinaron créditos fiscales a su cargo, en materia del impuesto sobre la renta por el ejercicio comprendido del (01) uno de enero al (31) treinta y uno de diciembre de (1990) mil novecientos noventa, en virtud de una operación de compraventa de un bien inmueble en la que la contraprestación pactada se efectuó por debajo del valor comercial del mismo.--- 2.- Los recursos de revocación citados, fueron resueltos el (22) veintidós de marzo de (1994) mil novecientos noventa y cuatro, confirmando las resoluciones impugnadas.--- 3.- Los ahora quejosos, ********** y **********, demandaron la nulidad de la resolución antes citada, ante la Sala Regional Norte Centro del Tribunal Fiscal de la Federación.--- 4.- La autoridad última nombrada, sobreseyó el juicio de nulidad, porque la Administración Local Jurídica de Ingresos Número 12, revocó administrativamente la resolución controvertida en dicho juicio.--- 5.- En contra del sobreseimiento del juicio de nulidad, los quejosos agotaron el recurso de reclamación el cual fue declarado infundado por la ahora autoridad responsable, constituyendo esta última resolución el acto reclamado en el presente juicio de amparo.--- En sus conceptos de violación los quejosos substancialmente manifiestan que el acto reclamado es violatorio del artículo 30, fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación y de los artículos 213 y 215 del Código Fiscal Federal, puesto que si bien las Salas de dicho Tribunal tienen atribución para sobreseer los juicios en los casos de revocación de la resolución impugnada por el demandado, ello es siempre y cuando el acto de revocación se ajuste a derecho, esto es, siempre y cuando la resolución puede ser revocada legalmente, porque de lo contrario resultaría ilegal la revocación, por que se estaría actuando en perjuicio de los actores con violación a sus garantías individuales.--- Señalan también los quejosos en los conceptos de violación que la autoridad responsable estaba obligada a nulificar la resolución impugnada pues se encontraba configurada la causal de ilegalidad que había hecho valer el actor, y en consecuencia es inconstitucional el sobreseimiento decretado.--- Aducen los quejosos en los mismos conceptos de violación, que la autoridad administrativa no se encuentra facultada para revocar su resolución, en virtud de que el artículo 36 del Código Fiscal de la Federación expresamente ordena que debe ser el Tribunal Fiscal de la Federación quien puede modificar esa resolución administrativa.--- Por último también se precisa en los conceptos de violación que la resolución reclamada es violatoria del artículo 17 de la Carta Magna, porque la autoridad responsable no respeta la igualdad de las partes dentro del proceso, y protege en forma inconstitucional a la autoridad administrativa que figura como tercera perjudicada.--- Se dice que son infundados los conceptos de violación de referencia, porque no es exacto que exista la violación a los preceptos del Código Fiscal de la Federación invocados por los quejosos; porque no es verdad que la revocación del acto impugnado únicamente podía ser resuelta por el Tribunal Fiscal de la Federación; porque tampoco se afectó la igualdad de las partes, y porque el acto reclamado no resulta violatorio de los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como a continuación se expone: --- Conforme a su naturaleza jurídica, el acto administrativo ha sido considerado por  la doctrina como una manifestación  unilateral y externa de voluntad, que expresa una decisión de una autoridad administrativa competente, en ejercicio de la potestad pública. Esta decisión crea, reconoce, modifica, transmite, declara o extingue derechos u obligaciones, es generalmente ejecutivo y se propone satisfacer el interés general.--- El acto administrativo supone la existencia de una decisión unilateral previa por parte del titular del órgano de la Administración, o de la ejecución de esa decisión con independencia del contenido y de la forma que posteriormente adopte el acto,  de que, el mismo afecte al sujeto pasivo y sea bilateral o multilateral.--- Una vez adoptada la decisión unilateral, el paso siguiente es la expresión externa de la voluntad de la propia autoridad que también se realiza sin el consentimiento del gobernado.--- La decisión y la voluntad son del órgano administrativo competente que actúa a través de su titular y precisamente en uso de la potestad pública, lo que implica que el acto está fundado en derecho.--- Las consecuencias jurídicas que produce el acto administrativo en relación a los gobernados pueden ser crear, modificar, transmitir, reconocer, declarar o extinguir derechos u obligaciones; por lo tanto, puede tener una, varias o todas las anteriores consecuencias.--- Por otra parte es conveniente destacar que el acto administrativo pueden extinguirse (sic) por diferentes medios.--- Una forma de extinción del acto administrativo, es  la realización de todas aquellas operaciones materiales necesarias para cumplir el objeto o contenido del propio acto. Esta realización voluntaria por ser de los órganos internos de la administración también por parte de los particulares; en este caso, acto administrativo se cumple y se extingue precisamente por la realización de su objeto.--- También puede el acto administrativo extinguirse por una serie de procedimientos o medios, que no culminan con el cumplimiento del contenido del acto, sino que lo modifican, impiden su realización, o lo hacen ineficaz.--- Estos procedimientos o medios son: la revocación administrativa; rescisión; prescripción; caducidad; término y condición; renuncia de derechos; irregularidades e ineficacias del acto administrativo; y extinción por decisiones dictadas en recursos administrativos o en procesos ante Tribunales Administrativos y Federales en Materia de Amparo.--- De los medios últimos relacionados, interesa aquí la revocación administrativa, considerado como el acto por medio del cual el órgano administrativo deja sin efectos, en forma total o parcial, un acto previo perfectamente válido, por razones de oportunidad técnicas, de interés público o de legalidad.--- Cabe hacer mención que existen varios principios que rigen la revocación administrativa. Uno de ellos consiste en que es un acto unilateral de la administración pública, en él no intervienen los particulares, ya que no constituye un medio de impugnación de los actos administrativos.--- Resulta conveniente en este orden, aclarar que en materia procesal la revocación es un recurso que se establece a favor de las partes en el proceso, para obtener del Juez que modifique, revoque o deje sin efectos, generalmente un auto de trámite no apelable (artículos 685 y 686 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal).--- En cambio, en la revocación administrativa la decisión es completamente unilateral por parte de la autoridad que la emite.--- Queda pues claro que la revocación administrativa viene a ser el retiro unilateral de un acto válido y eficaz, por un motivo superveniente.--- Otro de los principios que se vienen mencionando, es que la revocación se realiza por un nuevo acto administrativo que extingue otro acto anterior válido y eficaz, su procedencia tiene que examinarse en primer término frente a la estabilidad que se reconozca a la resolución administrativa.--- También es un principio que el acto administrativo no tiene atribuida la autoridad de cosa juzgada tal como ocurre con la sentencia judicial. Si los actos administrativos gozaran de la autoridad de cosa juzgada, ello tendría a su favor una presunción de la legitimidad juris ed de jure, y no juris tantum, lo cual sería contrario al régimen jurídico establecido por dichos actos.--- Así es la actividad de la administración no tiene por finalidad la de procurar la certidumbre jurídica, esto es misión de la sentencia judicial, sino alcanzar un resultado material útil para el estado en los límites del derecho. Si la autoridad estuviera ligada a sus resoluciones, no podría separarse de ellas  cuando el interés público exigiera que se dictara otra resolución.--- De esta forma, la facultad de revocar un acto administrativo por razones de oportunidad superveniente no viene a ser sino una aplicación especial de la facultad de la administración pública de apreciar el interés público y de actuar para satisfacerlo.--- Cabe adelantar que debe tenerse presente que los actos jurídicos que realiza la administración deben una doble correspondencia: con la ley que rigen dichos actos, y con el interés público que con ellos va a satisfacerse.--- Sin embargo, es cierto que una vez que el acto se ha producido, entra a la vida del derecho como una actividad autónoma e independiente, produciendo efectos de los cuales ya no puede disponer en forma ilimitada su autor, por una exigencia superior de la vida social, la seguridad en las relaciones jurídicas y, por consecuencia, la estabilidad de los actos que las engendran.--- En este orden, la revocación tiene un límite, y es por tanto inadmisible cuando el acto original ha engendrado derechos adquiridos o derechos patrimoniales, lo cual será analizado por razón de orden líneas adelante.--- Este criterio último se encuentra contenido en la tesis de jurisprudencia 1630, visible en la página 2627, Segunda Parte, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, que textualmente dice:--- ‘RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS. REVOCACIÓN DE LAS.  La facultad que tienen las autoridades administrativas para reconsiderar sus resoluciones, revocándolas, no existe cuando deciden una controversia sobre aplicación de las leyes que rigen en su ramo, creando derechos en favor de tercero, o cuando las resoluciones crean derecho a favor de las partes interesadas, pues esos derechos no pueden ser desconocidos por una resolución posterior dictada en el mismo asunto.’ --- Acorde pues a la naturaleza misma del acto administrativo, como acto unilateral de la administración pública es revocable, pero dicha facultad solamente puede efectuarse cuando lo autoriza la regla general que rige el acto, que en el caso debe estar contenida en el Código Fiscal de la Federación.--- Así lo ha sostenido en jurisprudencia firme la Segunda Sala del Máximo Tribunal de la Nación, en la tesis visible en la página 53, tercera parte, volumen CCXVII-CCXXVIII, Séptima Época, del Semanario Judicial de la Federación, que reza textualmente: --- ‘AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, REVOCACIÓN DE LAS RESOLUCIONES DE LAS.  Las autoridades administrativas no pueden revocar sus resoluciones libremente, sino que están sujetas a determinadas limitaciones, entre las que cuenta, de manera principal, la de que, siguiendo el principio de que la autoridad administrativa sólo puede realizar sus actos bajo un orden jurídico, la revocación de los actos administrativos no puede efectuarse más que cuando lo autoriza la regla general que rige el acto.’ --- En relación con la revocación del acto administrativo, la legislación que rige la materia sobre la que versa el presente juicio de amparo, establece lo siguiente: --- El Código Fiscal de la Federación textualmente dispone en los artículos 36, 203 y 215: --- ‘ARTÍCULO 36.- Las resoluciones administrativas de carácter individual favorables a un particular sólo podrán ser modificadas por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa mediante juicio iniciado por las autoridades fiscales.--- Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público modifique las resoluciones administrativas de carácter general, estas modificaciones no comprenderán los efectos producidos con anterioridad a la nueva resolución.’ --- ARTÍCULO 203.- Procede el sobreseimiento: --- I. Por desistimiento del demandante.--- II. Cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior.--- III. En el caso de que el demandante muera durante el juicio, si su pretensión es intransmisible o si su muerte deja sin materia el proceso.--- IV. Si la autoridad demandada deja sin efecto el acto impugnado.--- V. En los demás casos en que por disposición legal haya impedimento para emitir resolución en cuanto al fondo.--- El sobreseimiento del juicio podrá ser total o parcial.’ --- ‘ARTÍCULO 215.- En la contestación de la demanda no podrán cambiarse los fundamentos de derecho de la resolución impugnada.--- En caso de resolución negativa ficta, la autoridad expresará los hechos y el derecho en que se apoya la misma.--- En la contestación de la demanda o hasta antes del cierre de la instrucción la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del demandante o revocar la resolución impugnada.’ --- Del contenido de los preceptos transcritos diáfanamente se desprende que el Código Fiscal de la Federación expresamente autoriza en el último párrafo del artículo 215, que la autoridad demandada, hasta antes del cierre de la instrucción pueda revocar la resolución impugnada.--- También se desprende de la fracción IV del artículo 203 del ordenamiento legal citado, que al dejar la autoridad demandada sin efecto el acto impugnado, produce el sobreseimiento en el juicio.--- Partiendo del contenido de los preceptos que se vienen comentando, se advierte entonces que la regla general establecida en el Código Fiscal de la Federación, es la de que el acto administrativo pueda ser revocado por la autoridad demandada, lo cual es acorde a la naturaleza jurídica unilateral del acto jurídico emanado de la administración pública.--- Ahora bien, el artículo 36 ya trascrito, establece que tratándose de las resoluciones administrativas de carácter individual favorables a un particular, sólo podrán modificarse por el Tribunal Fiscal de la Federación mediante juicio iniciado por las autoridades fiscales.--- En este orden, debe entenderse que será necesario que la autoridad fiscal inicie un juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación para que declare la modificación de una resolución administrativa, únicamente cuando ésta reúna las características siguientes: --- a) Que se trate de una resolución administrativa de carácter individual; y --- b) Que dicha resolución sea favorable al particular.--- Fuera del caso específico que el Código Fiscal de la Federación señala, no cabe ni aún por analogía incluir como caso similar al contenido en su artículo 36, las resoluciones que no son favorables al gobernado, como se verá en líneas adelante.--- Congruentemente con el caso señalado y el tratamiento especial que el Código Fiscal de la Federación le otorga, la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación regula en su artículo 25 la competencia de las Salas Regionales para conocer de los juicios en los que se plantea la nulificación de las resoluciones de mérito, y en el artículo 30, fracción V, la facultad del magistrado instructor para sobreseer en los juicios cuando antes del cierre de instrucción la autoridad demanda revoque la resolución impugnada pues al efecto establecen: --- ARTÍCULO 25.- Las Salas Regionales conocerán de los juicios que promuevan las autoridades para que sean nulificadas las resoluciones administrativas favorables a un particular, siempre que dichas resoluciones sean de la materia previstas en los artículos anteriores como de la competencia de las mismas.--- Por razón del territorio, en estos casos será competente la Sala Regional con jurisdicción en la sede de la autoridad que dictó la resolución que se pretenda nulificar.’ --- ‘ARTÍCULO 30.- Las demandas se distribuirán en las Salas de manera que corresponda igual número a cada magistrado, quien tendrá la calidad de instructor respecto de las que les sean turnadas, con las siguientes atribuciones: …--- V.- Sobreseer los juicios antes de que se hubiere cerrado la instrucción en los casos de desistimiento del demandante o de revocación impugnada por el demandado.’ --- Precisando el marco jurídico que antecede, para dejar esclarecida la legalidad o ilegalidad del sobreseimiento decretado en el juicio de nulidad por haber revocado la autoridad demandada el acto impugnado, a la luz de los conceptos de violación que se plantean en contra de la resolución emitida por la autoridad responsable en la que confirmó dicho sobreseimiento, resulta procedente analizar si el acto administrativo revocado es de carácter individual y es favorable a los ahora quejosos, en cuyo caso su modificación debía haber sido declarada por el Tribunal Fiscal de la Federación mediante juicio iniciado por las autoridades fiscales, o si por no reunir dichas características, su revocación podía realizarse unilateralmente conforme a la naturaleza jurídica del acto administrativo.--- En los autos del expediente fiscal de donde emana el acto reclamado, a fojas (5) cinco a (14) catorce, se encuentra agregada la copia de la resolución de (22) veintidós de marzo de (1994) mil novecientos noventa y cuatro, emitida por la Administración Local Jurídica de Ingresos Número (12) doce de Ciudad Juárez, Chihuahua, cuya nulidad fue demandada por los ahora quejosos en el juicio fiscal de donde emana el acto reclamado.--- La resolución antes citada impugnada en el juicio de nulidad, concluyó con los siguientes puntos resolutivos: --- ‘PRIMERO.- Procede a la acumulación de los recursos administrativos 262/93 y 263/93 de conformidad con el artículo 5º, 217, fracción II, 219, fracción III del Código Fiscal de la Federación en relación con el artículo 72 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria en Materia Fiscal, interpuesto por los CC. ********** Y ********** en virtud de que independientemente de que en el presente recurso las partes son diversas e invocan idénticos agravios, los actos que impugna el C. ********** son consecuencia de la revisión que fuera practicada por la Administración Local de Auditoria Fiscal a través del Departamento de Revisiones de Gabinete a la declaración anual del impuesto 1990 presentada por la C.**********.--- SEGUNDO.- Confirmar las resoluciones contenidas en los oficios 102-A-21-B-3-14495 y 102-A-21-B-3-14496, ambos de fecha 30 de septiembre de 1993, emitida por la Administración Local de Auditoria Fiscal Departamento de Revisiones de Gabinete, a través de los cuales se determinan créditos fiscales a cargo de los CC. ********** y**********, en cantidades de  N$********** y N$**********, respectivamente, por concepto de diferencias a cargo del Impuesto sobre la Renta actualizada a septiembre de 1993; más actualización y recargos.’ --- Tal resolución, bajo ningún concepto es favorable a los ahora quejosos, puesto que confirma la determinación de obligaciones o créditos fiscales a su cargo, por concepto de diferencias en el impuesto sobre la renta y por lo tanto, no puede hablarse de un derecho admitido cuya naturaleza permite que los particulares afectados tengan la facultad de exigir que su situación sea respetada y que la Administración tenga la obligación de respetarla.--- 
El concepto de derechos adquiridos, ha sido definido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis jurisprudencial visible en la página 53, primera parte, volumen CXLV-CL, Séptima Época del Semanario Judicial de la Federación, en los términos siguientes: --- ‘DERECHOS ADQUIRIDOS Y EXPECTATIVAS DE DERECHO, CONCEPTO DE LOS, EN MATERIA DE RETROACTIVIDAD DE LEYES.  El derecho adquirido se puede definir como el acto realizado que introduce un bien, una facultad o un provecho al patrimonio de una persona, y ese hecho no puede afectarse, ni por la voluntad de quienes intervinieron en el acto, ni por disposición legal en contrario; la expectativa del derecho es una pretensión de que se realice una situación jurídica concreta, conforme a la legislación vigente en un momento determinado.’ ---  Así las cosas, toda vez que el referido acto administrativo no introdujo un bien, una facultad o un provecho al patrimonio de los contribuyentes ahora quejosos, es obvio que con él éstos no adquirieron ningún derecho, cuya afectación por consecuencia tuviera que sujetarse al procedimiento a que se contrae el artículo 36 del Código Fiscal de la Federación, en donde los afectados tuvieran la oportunidad de presentar las defensas que tuvieran y hacer valer sus derechos, acatando las disposiciones relativas de la ley bajo cuya vigencia se hubiere otorgado ese derecho, así como la prescripción del artículo 14 constitucional, en lo relativo a la garantía de previa audiencia.--- De lo anterior se sigue, que si el acto administrativo no era favorable a los ahora quejosos, su revocación por la autoridad demandada, sin acudir a juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación, no resulta violatoria de garantías.--- La Suprema Corte de Justicia de la Nación en las tesis jurisprudenciales que a continuación se transcriben contiene los criterios siguientes: ‘AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, REVOCACIÓN DE SUS RESOLUCIONES.  Cuando el acto administrativo es contrario a la ley, no puede engendrar derechos ni producir consecuencias jurídicas, sino, a lo más, una aparente situación legal, cuya destrucción no implica lo que en términos técnicos se denomina privación de un derecho; por tanto, las autoridades administrativas pueden revocar en tales casos sus propias resoluciones, sin incurrir en violación de garantías individuales.’ --- (Página 15, volumen XII, Sexta Época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación).--- ‘AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, REVOCACIÓN DE SUS ACTOS.  Los actos de las autoridades administrativas que no han sido legalmente fundados en las leyes o reglamentos que los rigen, no otorgan derecho a persona alguna y por tanto, su revocación por las propias autoridades no es violatorio de garantías constitucionales, o de otro modo, cuando el acto administrativo es contrario a la ley, no puede engendrar derechos ni producir consecuencias jurídicas, sino, a lo más una aparente situación legal, cuya destrucción no implica lo que en los términos técnicos se denomina privación de un derecho; por tanto, las autoridades administrativas pueden revocar en tales casos sus propias resoluciones, sin incurrir en violación de garantías individuales.’ --- (Página  2256, tomo XCI, Quinta Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación).--- Por lo anterior, la resolución reclamada que confirmó el sobresimiento en el juicio de nulidad, por haberse actualizado la hipótesis a que se contrae la fracción IV del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, no es violatoria de garantías por cuanto a que consideró que tal acuerdo de sobreseimiento es apegado a derecho, porque la Administración Local Jurídica de Ingresos Número 12 de Ciudad Juárez, Chihuahua, revocó administrativamente el oficio 762 de (22) veintidós de marzo de (1994) mil novecientos noventa y cuatro, mismo que constituía la resolución controvertida en el juicio 295/94, siendo facultad del Magistrado Instructor en términos del artículo 30, fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, sobreseer en el juicio en caso de revocación administrativa, por lo que no fueron violados en perjuicio del reclamante los artículos 213 y 215 del Código Fiscal de la Federación.--- Por otra parte, cabe sostener que se considerarse válido lo alegado por los quejosos, en el sentido de que las autoridades administrativas no puede revocar sus resoluciones lesivas a un particular, sino sólo a través de la modificación de la resolución por parte del Tribunal Fiscal de la Federación, en forma similar a como lo prevé el artículo 36 del Código Fiscal de la Federación tratándose de resoluciones administrativas de carácter individual favorables al particular, llevaría ello al absurdo de considerar inaplicables los artículos 203, fracción IV y 215, último párrafo, de dicho ordenamiento, sin que su constitucionalidad haya sido cuestionada.--- En efecto, considerar que en todos los casos la autoridad administrativa sólo puede revocar sus resoluciones mediante juicio que inicie ante el Tribunal Fiscal de la Federación, excluiría de aplicación el contenido del artículo 215, último párrafo del precepto legal en consulta, puesto que dicho numeral dispone, como ya ha quedado trascrito, que la autoridad demandada, hasta antes del cierre de instrucción puede revocar la resolución impugnada.--- También haría inaplicable la causal de sobreseimiento a que se contrae la fracción IV del artículo 203, ya trascrito, en virtud de que dicha causal se surte en los casos en que la autoridad demandada deja sin efecto el acto impugnado.--- Conclusión semejante llevaría pues a establecer la inaplicación de los preceptos aludidos, cuya inconstitucionalidad no ha sido declarada, lo que sin duda contraviene nuestro sistema jurídico.--- Conforme a lo expuesto, cabe concluir que resultan infundados los conceptos de violación formulados por los quejosos, en los que se reclama una inexacta aplicación de los artículos 30, fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, 213 y 215 del Código Fiscal de la Federación, así como la ilegalidad de la resolución reclamada por cuanto a que confirmó el sobreseimiento del acto administrativo de referencia.--- En orden pues a las consideraciones planteadas, y toda vez que el acto reclamado no infringe en agravio de los quejosos las garantías consagradas en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, siendo apegado y conforme a derecho el acto reclamado, lo procedente es negarle a los quejosos el amparo y protección de la Justicia Federal.--- La presente resolución interrumpe la tesis jurisprudencial sustentada por este Tribunal Colegiado, visible en la página 76, Octava Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, número 57, septiembre de 1992, que dice: ‘REVOCACIÓN DE LAS RESOLUCIONES FISCALES LESIVAS AL PARTICULAR. REQUISITOS DE LA.  En el Código Fiscal de la Federación es de destacar, los términos de ‘modificación’ y ‘revocación’, que para casos iguales y como sinónimos utilizó el legislador. En efecto, en el artículo 36, dice: ‘Las resoluciones administrativas de carácter individual favorables a un particular sólo podrán ser modificadas... ‘Mientras que en el artículo 215, literalmente expresa en su párrafo tercero: ‘En la contestación de la demanda o hasta antes del cierre de la instrucción la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del demandante o revocar la resolución impugnada’. De lo anterior, se puede llegar a la conclusión válida de que las autoridades administrativas no pueden revocar sus resoluciones lesivas a un particular, sino sólo a través de la modificación de la resolución por parte del Tribunal Fiscal de la Federación, por lo que si, ya iniciado el juicio de nulidad fiscal y al dar contestación a la demanda, el representante de la autoridad demandada solicita el sobreseimiento del juicio porque la autoridad revocó la resolución impugnada, revocación que de autos se advierte que no contiene ninguna modificación del acto impugnado, sino que lisa y llanamente deja sin efectos la resolución cuestionada, no puede ni debe ser considerada como una revocación, en los términos exigidos por el Código Fiscal de la Federación. Así, por ejemplo, cuando el juicio de nulidad fiscal concluye con una sentencia, en la que se declara la nulidad del acto impugnado, no se hace diciendo lisa y llanamente que se deja sin efectos la resolución impugnada, sino que expone los motivos y fundamentos jurídicos por los que se declara la nulidad del acto, que en sentido lato sensu constituye una modificación o revocación del acto impugnado, en los términos empleados por el legislador en el Código Fiscal de la Federación. Máxime que de esta manera se evita el riesgo de que ante una revocación sin modificación, la autoridad repita el acto, pues si revoca la resolución a través de una modificación, debe ser porque ya la analizó; reiterar el acto después de una revocación lisa y llana no tendría sentido, independientemente de las molestias y gastos, que ocasionó al presentar la demanda de nulidad fiscal, para el particular.’ --- La tesis jurisprudencial transcrita fue sostenida en los cinco casos siguientes: ---- Amparo directo 95/92. **********, S. A. de C. V. 29 de junio de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Julio Ibarrola González. Secretaria: Arcelia de la Cruz Lugo.--- Amparo directo 109/92. **********, S. C. 29 de junio de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Julio Ibarrola González. Secretaria: María Dolores Omaña Ramírez.--- Amparo directo 109/92.**********, S. A. de C. V. 29 de junio de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Pablo Camacho Reyes. Secretaria: Laura Julia Villarreal Martínez.--- Amparo directo 103/92. *********, S. C. 29 de junio de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Pablo Camacho Reyes. Secretario: Alberto Caldera Macías.--- Amparo directo 91/92. **********, S. C. 29 de junio de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Julio Ibarrola González. Secretario: J. Martín Hernández Simental.--- Este Tribunal Colegiado, con las facultades que le contiene el primer párrafo del artículo 194 de la Ley de Amparo, se permite disentir de esa jurisprudencia, por considerar que se apoya en un criterio que sólo tiene como fundamento el significado de los términos ‘modificar’ y ‘revocar’, los cuales considera empleados como sinónimo en el Código Fiscal de la Federación, concretamente en los artículos 36 y 215 de dicho ordenamiento.--- …Como consecuencia de lo antes indicado, ninguna conclusión válida puede sacarse de la sinomia invocada en la tesis jurisprudencial de referencia, para afirmar que las autoridades administrativas no pueden revocar tanto las resoluciones lesivas a un particular como las favorables al mismo, sino sólo a través de la modificación de la resolución por parte del Tribunal Fiscal de la Federación, y que por otra parte, la revocación que no contenga modificación del acto impugnado, no puede ni debe ser considerada como una revocación.”
El propio Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, precisó que ha reiterado el mismo criterio al resolver los diversos amparos directos 638/2002 y 774/2002 de su registro. 
De la trascripción anterior, se puede advertir que el criterio sustentado en la tesis jurisprudencial del Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, que dio origen a la presente contradicción ha sido interrumpido y sustituido por un nuevo criterio que desde luego es coincidente con el sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en el sentido de que la autoridad administrativa válidamente puede revocar la resolución que un particular considera lesiva a sus intereses, resultando aplicables los artículos 203, fracción XIV y 215, último párrafo del Código Fiscal de la Federación, en cuanto el primero faculta a la autoridad demandada a revocar la resolución impugnada hasta antes del cierre  de instrucción, y el segundo establece una causal de sobreseimiento como consecuencia de la revocación del acto administrativo.   
Luego entonces al haber sido abandonado el criterio del Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito que se contraponía con el criterio del Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito que dio origen a la presente contradicción, por uno nuevo, el cual en lo substancial es coincidente, con el sustentado por el Tribunal opositor, es indudable que ha dejado de existir la contradicción de tesis denunciada.  

Sirven de apoyo a la consideración anterior las tesis, sustentadas tanto por la Primera como por esta Segunda Sala, las cuales son del tenor siguiente.

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XI, Febrero de 2000

Tesis: 1ª. I/2000          

Página: 33

“CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS. ES INEXISTENTE SI UNO DE ELLOS DEJA DE SOSTENER SU CRITERIO CONTRADICTORIO.  Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado en jurisprudencia definida, que la contradicción de criterios se da cuando concurren los siguientes requisitos: a) que al resolver los negocios se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes; b) que la diferencia de criterios se presente en las consideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas de las sentencias respectivas, y c) que los diferentes criterios provengan del examen de los mismos elementos. Sin embargo, no se produce la contradicción de tesis entre Tribunales Colegiados, cuando habiéndose establecido inicialmente ésta, con posterioridad, hasta antes de que se resuelva al respecto por este Alto Tribunal, uno de dichos tribunales informa, que ha dejado de sustentar el criterio que se estima en contradicción con el del diverso Tribunal Colegiado, máxime si coincide con el de éste.”

Novena Época

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: X, Agosto de 1999

Tesis: 2ª. CIII/99         

Página: 226

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. DEJA DE EXISTIR CUANDO EL CRITERIO SUSTENTADO POR UNO DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS CONTENDIENTES, ES SUPERADO O CAMBIADO POR EL MISMO ÓRGANO, COINCIDIENDO EN LO ESENCIAL CON LO CONSIDERADO POR EL OTRO TRIBUNAL COLEGIADO. La finalidad del sistema implantado para resolver la discrepancia de criterios de órganos terminales del Poder Judicial Federal es la de crear certeza y seguridad jurídica, determinando cuál es el criterio que debe prevalecer entre los discrepantes o adoptando uno nuevo. Por ende, cuando el criterio sustentado por uno de los Tribunales Colegiados contendientes es superado o cambiado por el mismo órgano, coincidiendo en lo esencial, con lo considerado por el otro Tribunal Colegiado, deja de existir la contradicción de tesis denunciada.”

De igual manera cobra vigencia sobre el particular la tesis número V/2003 sustentada por el Tribunal Pleno, pendiente de publicación  cuyo tenor es el siguiente:

“CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, QUEDA SIN MATERIA SI DURANTE SU TRAMITACIÓN UNA DE ELLAS ABANDONA SU CRITERIO Y LO SUSTITUYE POR UNO COINCIDENTE CON EL DE LA OTRA. La contradicción de tesis tiene como finalidad preservar la unidad de interpretación de las normas que conforman el orden jurídico nacional, decidiendo los criterios que deben prevalecer como jurisprudencia obligatoria, para todos los órganos jurisdiccionales, cuando existe oposición entre los que sustenten las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en torno a un mismo problema legal, sin que se afecten las situaciones jurídicas concretas derivadas de los asuntos en los cuales se hubiesen sostenido tales criterios; por lo que si durante su sustanciación una de dichas Salas abandona el criterio que sustentaba y emite uno que coincide en lo esencial con el sostenido por la otra, se colige que la contradicción de tesis denunciada queda sin materia.

En las anotadas condiciones se llega a la conclusión de que ha quedado sin materia la contradicción planteada, toda vez que el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito a la fecha ha abandonado el criterio que motivó la contradicción de que se trata y emitió uno nuevo el cual es coincidente con el sostenido por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.

Por lo tanto, al haber quedado sin materia la contradicción de tesis denunciada, no se hace necesario, para su resolución, que transcurra el plazo de treinta días para que el Ministerio Público exponga su parecer, ya que cualquiera que fuera su opinión, no tendría el alcance de cambiar el sentido en que debe resolverse el presente asunto.

Sirve de apoyo a la consideración precedente la tesis sustentada por esta Sala, cuyo rubro, texto y datos de localización se transcriben a continuación:

Novena Época 

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: VII, Mayo de 1998

Tesis: 2ª. LXVI/98         

Página: 586

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. SI ES EVIDENTE SU INEXISTENCIA PUEDE EMITIRSE SIN ESPERAR A QUE SE VENZA EL PLAZO ESTABLECIDO PARA QUE EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA OPINE AL RESPECTO.  El artículo 197-A de la Ley de Amparo concede al Procurador general de la República el plazo de treinta días para que exponga su parecer respecto de una denuncia de contradicción de tesis, pero en aquellos casos en que se advierta, de modo indudable, que no existe la contradicción de tesis denunciada, resulta ocioso e impráctico esperar, como mero formalismo, a que concluya ese plazo para emitir la resolución correspondiente, en tanto que cualquiera que fuera la opinión de la representación social, no tendría el alcance de cambiar el sentido en que debe resolverse el asunto, si bajo cualquier óptica debe declararse la inexistencia de la contradicción denunciada.”

En mérito de lo expuesto y fundado, con apoyo además en los artículos 107, fracción XIII y 197-A de la Ley de Amparo, se resuelve:

ÚNICO.- Ha quedado sin materia la contradicción de tesis a que este toca se refiere.
Notifíquese; remítase testimonio de la presente resolución a las Salas de referencia y, en su oportunidad archívese el toca de la contradicción.

Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: Juan Díaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Presidente José Vicente Aguinaco Alemán. Fue ponente el Ministro Sergio Salvador Aguirre Anguiano.

Firman el Presidente de la Segunda Sala, Ponente y Secretario de Acuerdos de la misma, que autoriza y da fe.

PRESIDENTE:

MINISTRO JOSÉ VICENTE AGUINACO ALEMÁN.

PONENTE:

MINISTRO SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO.

                             EL SECRETARIO DE ACUERDOS:

LIC. MARIO ALBERTO ESPARZA ORTIZ.

Esta hoja pertenece a la  contradicción de tesis 83/2003-SS entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Noveno en Materia Administrativa del Primer Circuito y Segundo del Octavo Circuito, resuelta en sesión de fecha veintinueve de agosto de dos mil tres, en el sentido siguiente: ÚNICO.- Ha quedado sin materia la contradicción de tesis a que este toca se refiere.
AMF/cmer/imerg.

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
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